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Asunto:                 Acción de tutela n.° 2023-00260-00. 

 

  Sentencia de Primera Instancia 

 

Fecha:  Veintinueve (29) de junio de dos mil veintitrés (2023) 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 29 del Decreto 2591 de 1991 se emite sentencia 

de primer grado en la actuación de la referencia. 

 

1.- Identificación de la parte accionante: (Art. 29 Num. 1 D. 2591/91):  

 

 GLORIA HUBENY LÓPEZ GONZÁLEZ, identificada con cédula de ciudadanía n.° 

24.373.283, actuando en nombre propio. 

 

2.- Identificación del sujeto o sujetos de quien provenga la amenaza o vulneración: (Art. 29 

Num. 2 D. 2591/91):  

 

a) La actuación es dirigida por la accionante contra: 

 

  UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS. 

 

3.- Determinación del derecho tutelado: (Art. 29 Num. 3 D. 2591/91):  

 

 La accionante indica que se trata de los derechos fundamentales de petición e igualdad. 

 

4.- Síntesis de la demanda:  

 

a) Hechos: La parte accionante manifestó que: 

 

 Es víctima de desplazamiento forzado. 

 Radicó derecho de petición ante la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA 

ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS – UARIV el 14 de abril de 2023, 

bajo el radicado n.° 2023-0213296-2, en la que solicita se dé una fecha cierta para sus 

cartas cheque ya que cumplió con el diligenciamiento del formulario y la actualización de 

datos.  

 La UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL 

A LAS VICTIMAS – UARIV no le ha otorgado respuesta a su petición, lesionando con esto 

sus garantías constitucionales. 
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 La entidad le asignó el acto administrativo n.° 04102019-549789 de 18 de abril de 2020, 

donde se reconoce el pago de estos recursos y a la fecha no le ha asignado una fecha cierta 

para el pago. 

 Le indican que le han aplicado nuevamente el método técnico de priorización en la 

primera vigencia de 2023, esto nuevamente le obliga a esperar injustificadamente y no 

define realmente una fecha exacta de pago o una fecha probable. 

 

b) Peticiones:  

 

 Se tutelen los derechos deprecados. 

 Ordenar a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 

INTEGRAL A LAS VICTIMAS – UARIV dar contestación de fondo a su derecho de petición 

indicando una fecha cierta o probable para el pago y se aplique el auto A-331 de 2019 de 

la Corte Constitucional.  

 Ordenar a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 

INTEGRAL A LAS VICTIMAS – UARIV, adelante el estudio de priorización de quien acciona 

y de su núcleo familiar y se fije un término razonable y perentorio para entregar de 

manera material de la indemnización administrativa reconocida. 

 

5- Informes: (Art. 19 D. 2591/91) 

 

a) La UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 

INTEGRAL A LAS VICTIMAS – UARIV, en su informe manifiesta que: 

 

 Una vez verificado el Registro Único de Víctimas – RUV –, se encuentra acreditado el 

estado de inclusión de la accionante por el hecho victimizante de Desplazamiento forzado 

en el marco de la Ley 387 de 1997, con SIPOD N° 1178278.  

 Se emitió respuesta a la solicitud de indemnización administrativa mediante Rad. 2023-

0664877-1 de fecha 10-05-2023 y alcance LEX 7473549, mediante la que se notificó a la 

accionante el resultado del Método Técnico de 2021 y 2022, el cual resuelve que no es 

procedente materializar la entrega de la medida indemnizatoria, igualmente se informó 

que si llegase a contar con uno de los tres criterios de urgencia manifiesta o extrema 

vulnerabilidad contenidos en los artículos 4 de la Resolución 1049 de 2019 y primero de 

la Resolución 582 de 26 de abril de 2021, podrá adjuntar en cualquier tiempo, la 

certificación y/o documentos necesarios con los requisitos establecidos, para priorizar la 

entrega de la medida. 

 Se procedió a expedir certificado de inclusión en el Registro Único de Victimas a la 

accionante tal y como esta lo solicitó en la petición incoada, dicha constancia se anexo en 

la respuesta remitida a la peticionaria por parte de esa entidad. 
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 Frente a la solicitud de indemnización con número de radicado SIPOD N° 1178278, indica 

que, a través de la Resolución Nº. 04102019-549789 - del 18 de abril de 2020 reconocer 

el derecho a la medida de indemnización administrativa por el hecho victimizante de 

desplazamiento forzado; sin embargo, al no haberse acreditado ninguna de las situaciones 

descritas en el artículo 4 de la Resolución 1049 de 2019 y primero de la Resolución 582 

de 2021 como de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad, ordenó dar aplicación al 

Método Técnico de Priorización para determinar el orden de entrega de la compensación 

económica, atendiendo a: i) la ponderación de las variables demográficas, 

socioeconómicas, de caracterización del daño, y de avance en el proceso de reparación 

integral; ii) al presupuesto asignado a la entidad en la respectiva vigencia fiscal para la 

materialización de la medida indemnizatoria y iii) al número de víctimas destinatarias de 

este proceso técnico en la presente anualidad. 

 Aplicó nuevamente el Método Técnico de Priorización, con el propósito de determinar el 

orden de entrega de la indemnización a las víctimas de manera proporcional a los 

recursos presupuestales asignados en el año 2021 (Resultado de Método Técnico de fecha 

17 de febrero de 2022); así las cosas, conforme el resultado obtenido concluye que no es 

procedente materializar la entrega de la medida de indemnización reconocida a lo(s) 

integrante(s) relacionado(s) en la solicitud con 1178278-5328998, por el hecho 

victimizante de desplazamiento forzado. 

 En la aplicación del Método Técnico de Priorización, los resultados obtenidos por la 

accionante por cada variable arrojaron un total de 36.35545 y la estadística del MTP 

determinó que el puntaje mínimo para acceder a la medida indemnizatoria fue de 

46.6053, de acuerdo con la disponibilidad presupuestal para la vigencia 2022. 

 Por lo anterior, el Método Técnico de Priorización será aplicado en la presente vigencia 

en el mes de septiembre de 2023, con el universo de víctimas que a 31 de diciembre de 

2022 contaban con acto administrativo de reconocimiento y con orden de aplicación del 

Método. 

 Si la accionante llegase a contar con uno de los tres criterios de urgencia manifiesta o 

extrema vulnerabilidad contenidos en los artículos 4 de la Resolución 1049 de 2019 y 

primero de la Resolución 582 de 26 de abril de 2021, podrá adjuntar en cualquier tiempo, 

la certificación y/o documentos necesarios con los requisitos establecidos, para priorizar 

la entrega de la medida. 

 Por los argumentos expuestos, solicita negar las pretensiones invocadas por el escrito de 

tutela, en razón a que ha realizado, dentro del marco de sus competencias, todas las 

gestiones necesarias para cumplir los mandatos legales y constitucionales, evitando que 

se vulneren o pongan en riesgo sus derechos fundamentales. 

 

6.- Pruebas:  

 

Las documentales existentes en el proceso. 
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7.- Problema jurídico:  

 

Determinar si es suficiente la respuesta brindada por la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL 

PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS – UARIV a la petición que elevara 

la accionante el 14 de abril de 2023, bajo el radicado n.° 2023-0213296-2, al punto de declarar la 

carencia actual de objeto por hecho superado. 

 

8.-Derechos implorados: 

  
8.1. –Derecho de petición. 

 

En relación con el derecho de petición, se tiene que el mismo está catalogado como fundamental, 

de aplicación inmediata, según el artículo 85 de la Constitución Política y está definido en el 

artículo 23 ibídem como el que tiene toda persona a presentar peticiones a las autoridades por 

motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. Es así que, el Alto Tribunal 

Constitucional ha fijado características especiales, que buscan la resolución y protección 

inmediata de este derecho fundamental, considerando que su núcleo esencial se circunscribe a la 

formulación de la petición, a la pronta resolución, a la existencia de una respuesta de fondo y a la 

notificación de la decisión al peticionario 1. 

 

En igual sentido, esa Corporación ha manifestado en varios pronunciamientos más recientemente 

en sentencia T-274 de 2020, que es una garantía instrumental que permite ejercer otros derechos, 

es así que indicó: 

 
“14.  En sentencia C-951 de 2014, la Corte adujo que el derecho de petición constituye una garantía 
instrumental que permite ejercer otros derechos, por ejemplo, el acceso a la información, la participación 
política y la libertad de expresión. En estos términos, es evidente su importancia al interior de un Estado 
democrático, al favorecer el control ciudadano en las decisiones y actuaciones de la administración y de 
particulares en los casos establecidos en la ley. 
  
15.  De otra parte, la jurisprudencia constitucional ha indicado que los elementos esenciales del derecho 
de petición son los siguientes: i) pronta resolución; ii) respuesta de fondo; y iii) notificación. Estos 
aspectos fueron abordados en sentenciaT-044 de 2019, así: 
  
-           Prontitud: la respuesta debe efectuarse en el menor tiempo posible sin exceder los términos 
legales. 
  
-           Respuesta de fondo: la contestación de debe ser clara, es decir, inteligible y de fácil comprensión 
ciudadana; precisa, de modo que atienda lo solicitado y excluya información impertinente, evitando 
pronunciamientos evasivos o elusivos; congruente, que se encuentre conforme a lo solicitado de modo 
que atienda la cuestión en su totalidad. 
  
-           Notificación: no basta con solo emitir la respuesta, en la medida que debe ser puesta en 
conocimiento del interesado. 
  
16.  Debe resaltarse que la respuesta es inescindible al derecho de petición, no necesariamente tiene que 
ser favorable a lo solicitado, pues este elemento se satisface con la emisión de un pronunciamiento de 
fondo, conforme las características recién mencionadas”.   

 

                                            
1 Corte Constitucional, Sentencia T-230 de 2020. 
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En materia de derecho de petición la Corte Constitucional ha decantado que la protección por 

acción de tutela de dicha garantía no está sujeta a requisitos generales o especiales como lo 

recuerda en la sentencia T – 230 de 2020 que en lo pertinente dice: 

 
“(…) 
4.3.3. Finalmente, respecto del requisito de subsidiariedad, es preciso anotar que, visto el asunto sub-
judice, el recurso de amparo es el mecanismo de defensa judicial idóneo y eficaz para la protección del 
derecho de petición, si se tiene en cuenta que, en el ordenamiento colombiano no existe otra alternativa 
para proceder a su amparo, tal y como insistentemente lo ha señalado esta Corporación 
(…)”. 

  
8.2.- Derecho a la igualdad. 

 
Respecto al derecho a la igualdad la Corte Constitucional en sentencia C-038 de 2021 indicó: 

 
“(…) 
108.      Entre los rasgos definitorios del Estado colombiano se encuentra la protección de los derechos 
fundamentales, así como la limitación de los poderes para evitar su ejercicio desproporcionado y 
arbitrario. Además, el principio constitucional de igualdad ante la ley irradia, de manera transversal, el 
ordenamiento en su conjunto. En tal sentido, de conformidad con lo previsto en el artículo 13 de la 
Constitución, la ley debe ser aplicada del mismo modo a todas las personas, siendo esta la primera 
dimensión de la igualdad, cuyo desconocimiento se concreta cuando “una ley se aplica de manera 
diferente a una o a varias personas con relación al resto de ellas” Esta faceta del principio de igualdad 
ante la ley, que suele llamarse “formal”, se traduce, asimismo, en una prohibición de discriminación “por 
razones de sexo, ideología, color de piel, origen nacional o familiar u otros similares”. 
  
109.      El artículo 13 superior también incorpora un mandato de integración social, pues ordena a las 
autoridades adoptar las disposiciones necesarias –esto es, manda conferir un trato especial– a favor de 
personas y grupos de la población que se encuentren en situación de vulnerabilidad o en condición de 
debilidad manifiesta. Adicionalmente, el principio de igualdad consignado en el artículo 13 superior se 
ve protegido reforzadamente por los tratados de derechos humanos aprobados por Colombia que, por la 
vía del artículo 93 de la Carta Política, forman parte del bloque de constitucionalidad. 
  
110.      Ahora, teniendo en cuenta que el concepto de igualdad es relacional, esto es, exige un ejercicio de 
cotejo entre grupos de personas, requiere, además, un criterio o tertium comparationis con fundamento 
en el cual resulta factible valorar “las semejanzas relevantes y las diferencias irrelevantes”. Lo anterior, 
toda vez que, consideradas en abstracto, todas las personas somos iguales, aun cuando en concreto nos 
perfilamos como individuos distintos y singulares. De ahí que el trato diferenciado esté permitido, 
siempre y cuando obedezca a criterios de objetividad y razonabilidad, vale decir de ninguna manera el 
trato diferenciado puede estar fincado en motivos meramente subjetivos o prohibidos por la Constitución 
como el sexo, la raza, el origen nacional o familiar, la lengua, la religión, la opinión política o filosófica 
–se destaca–. 
  
111.      Para definir el contenido y alcance del principio de igualdad también resulta indispensable 
comparar las situaciones o circunstancias fácticas en las que se encuentran dos personas o grupos de 
personas, de modo que sea factible determinar cuál es el trato que jurídicamente debe conferírseles, pues 
quienes se hallan en iguales o semejantes circunstancias fácticas, deben recibir el mismo trato y, quienes 
se encuentran en situación fáctica distinta, deben recibir un trato diferente. 
(…)”. (Subrayado fuera de texto) 

 
 
8.3. -Sujetos de especial protección: 

 
La Corte Constitucional a lo largo de su desarrollo jurisprudencial ha señalado que existen “sujetos 

de especial protección constitucional quienes tienen derecho a una protección adicional por parte 

del Estado por ejemplo adultos mayores, personas en situación de desplazamiento  y madres cabeza 
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de familia”2 que, para los casos de la acción de tutela, la citada Corporación en sentencia T-584 de 

2017 determino que:  

 
“El juicio de procedibilidad de la acción de tutela se torna menos riguroso frente a los sujetos de 
especial protección constitucional, dentro de los cuales se encuentran las personas víctimas de la 
violencia como consecuencia del estado de debilidad manifiesta en el que se hallan y del 
especial amparo que la Constitución les brinda.  Por tanto, de cara a las especiales situaciones en las 
que se encuentran este grupo de personas y por consiguiente su estado de vulnerabilidad, 
corresponde hacer un examen menos estricto de las reglas de procedencia de la acción de tutela”. 
(Negrilla fuera de texto) 

 
Sumado a lo anterior en la misma decisión estableció como aspectos característicos de la 

definición de víctima  

 
“Se estableció como aspectos característicos de la definición de víctima que los hechos victimizantes: 
(i) hayan ocurrido a partir del 1 de enero de 1985; (ii) se deriven de una infracción al DIH o de una 
violación grave y manifiesta a las normas internacionales de derechos humanos; y (iii) se hayan 
originado con ocasión del conflicto armado”. 

 
9.-Procedencia de la acción de tutela  

 

El artículo 86 de la Constitución Política incorpora la acción de tutela como un mecanismo judicial 

de carácter preferente y sumario, diseñado para proteger de forma inmediata los derechos 

fundamentales, cuando éstos se vean amenazados o vulnerados por parte de cualquier autoridad 

pública, y excepcionalmente por particulares, como consecuencia de sus acciones u omisiones. 

 

b.- Verificación de requisitos generales para el caso concreto: En lo referente a legitimación en la 

causa, se evidencia identidad entre la parte convocante y la autoridad convocada, de suerte que 

se tiene por cumplido tal requisito. 

 

En relación a los requisitos de inmediatez y subsidiariedad se constata que estos se encuentran 

satisfechos, el primero atendiendo a que la petición fue elevada por la accionante el 14 de abril de 

2023 y, el segundo, atendiendo a que es la tutela el mecanismo idóneo para la protección del 

derecho fundamental de petición. 

 
10.- Consideraciones probatorias y jurídicas: 

 

a.- Normas aplicables: Artículo 23 de la Constitución Política. 

 

b.- Caso concreto: Revisadas las pretensiones de la accionante y el devenir de la acción de tutela, 

advierte el Despacho que el objeto principal de la misma, que podría afectar derechos 

fundamentales, es la no contestación al derecho de petición formulado ante la UNIDAD PARA LA 

ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS-UARIV, 14 de abril de 2023, radicado 

2023-0213296-2. 

                                            
2 Corte Constitucional, Sentencia T-293 de 2015. 
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En primera medida es necesario indicar que del informe rendido por la Entidad accionada y de las 

pruebas por esta adosadas, se desprende que el día 10 de mayo de 2023, se emitió la respuesta 

LEX 7342756, dirigida a la accionante. 

 

 

 

Aunado a lo anterior, en el transcurso del presente trámite, esto es el 28 de junio de 2023, la 

Entidad accionada emitió con destino a la peticionaria la comunicación LEX 7473549, en aras de 

dar alcance a la emitida el 10 de mayo de 2023, tal y como se observa en los anexos al informe 

rendido: 
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Ahora, contrastada la petición que nos ocupa, con la respuesta inicial y el alcance de esta, que 

emitió la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS-UARIV, 

encuentra este Despacho que la misma es suficiente. Vale la pena poner de presente que una 

respuesta es suficiente cuando resuelve materialmente la petición pronunciándose de fondo sobre 
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los requerimientos del solicitante, cumpliendo de esta manera con la protección del nucleó 

esencial del derecho de petición. 

 
Cuando se habla de una respuesta de fondo no quiere decir que responder el derecho de petición 

implique otorgar lo pedido. Lo anterior tal y como lo ha sostenido la Corte Constitucional, en 

sentencias como la C-951 de 2014, donde dispuso: 

 
“Ahora bien, en materia de respuesta de fondo a las solicitudes, la Corte ha advertido que la 
resolución de la solicitud no implica otorgar lo pedido por el interesado. Lo anterior, en razón 
de que existe una diferencia entre el derecho de petición y el derecho a lo pedido, que consiste en que: 
“el derecho de petición se ejerce y agota en la solicitud y la respuesta. No se decide propiamente sobre 
él [materia de la petición], en cambio si se decide por ejemplo sobre el reconocimiento o no del 
derecho subjetivo invocado ante la administración para la adjudicación de un baldío, el registro de 
una marca, o el pago de una obligación a cargo de la administración”. Así, el derecho a lo pedido 
implica el reconocimiento de un derecho o un acto a favor del interesado, es decir el objeto y 
contenido de la solicitud, la pretensión sustantiva.  Por ello, responder el derecho de petición no 
implica otorgar la materia de la solicitud”. (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 
No es viable al juez constitucional, indicar o hacer manifestación alguna sobre el sentido de las 

decisiones que tomen las entidades accionadas. Lo fundamental es la verificación de la resolución 

a las peticiones en sentido estricto. Una respuesta es suficiente cuando resuelve materialmente la 

petición pronunciándose de fondo sobre los requerimientos del solicitante, sin que la misma deba 

ser afirmativa o negativa. Sin dejar de lado que la Corte Constitucional en providencias como la T-

954 de 2012, ha indicado que los ciudadanos deben agotar los procedimientos administrativos so 

pena que la acción sea declarada improcedente. 

 
En consecuencia, encuentra este Despacho que, frente al derecho de petición invocado, estamos 

en presencia de la figura jurídica de la carencia actual del objeto por hecho superado, en virtud 

que el motivo de presentación de la acción de tutela desapareció, configuración que el Alto 

Tribunal Constitucional definió en sentencia T-054 de 2020, así: 

 
“1.                Carencia actual de objeto por hecho superado. Reiteración jurisprudencial 
  
14.      La carencia actual de objeto por hecho superado tiene lugar cuando, entre la interposición de 
la acción de tutela y la decisión del juez constitucional, desaparece la afectación al derecho 
fundamental alegada y se satisfacen las pretensiones del accionante, debido a “una conducta 
desplegada por el agente transgresor”. 
  
15.       Cuando se demuestra esta situación, el juez de tutela no está obligado a proferir un 
pronunciamiento de fondo. Sin embargo, de considerarlo necesario, puede consignar observaciones 
sobre los hechos que dieron lugar a la interposición de la acción de tutela, bien sea para condenar su 
ocurrencia, advertir sobre su falta de conformidad constitucional o conminar al accionado para 
evitar su repetición. 
  
16.           En estas circunstancias, el juez constitucional debe declarar la improcedencia de la acción 
de tutela por carencia actual de objeto, pues, de lo contrario, sus decisiones y órdenes carecerían de 
sentido, ante “la superación de los hechos que dieron lugar al recurso de amparo o ante la 
satisfacción de las pretensiones del actor”. 

 

En ese orden de ideas, acabó la vulneración del derecho de petición deprecado por la accionante 

y, por consiguiente, resultaría improcedente adoptar una decisión respecto de su afectación 
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debido a que las causas que la originaron desaparecieron en tanto sus pretensiones fueron 

atendidas favorablemente en el transcurso de este trámite tutelar. 

 

Ahora bien, respecto a la pretensión tendiente ordenar a la accionada se adelante el estudio de 

priorización de quien acciona y de su núcleo familiar, así como se fije un término razonable y 

perentorio para entregar la indemnización administrativa reconocida, deberá tener en cuenta la 

accionante que tal y como se le indico en la respuesta a su petición, no se acreditó una de las 

situaciones descritas como de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad para priorizar la 

entrega. 

 

Aunado a esto, la entidad también indicó que luego de la ejecución del Método Técnico de 

Priorización, la accionante no resultó favorecida para el año 2022, por lo que, un nuevo Método 

Técnico de Priorización será aplicado en la presente vigencia en el mes de septiembre de 2023, 

con el universo de víctimas que a 31 de diciembre de 2022 contaban con acto administrativo de 

reconocimiento y con orden de aplicación del Método. 

 

Es necesario poner de presente que la misma Corte Constitucional en sentencia T-299 de 2018, 

señaló que se debía respetar la autonomía administrativa de la UARIV: 

 
“El anterior remedio tiene como propósito salvaguardar la autonomía administrativa de la UARIV, 
la cual ha sido protegida en distintas decisiones de la Corte, particularmente en el Auto 206 de 2017 
y en la sentencia T-377 de 2017. En esta última, por ejemplo, la Corte dispuso lo siguiente: 
 
“los jueces de tutela, al advertir la vulneración del derecho de petición, deben tan solo ordenarles a 
las autoridades responsables de responder las peticiones formuladas por las o los accionantes dar 
respuesta de fondo en un término perentorio, respetando su autonomía administrativa”. 

 
Por último, en lo relacionado al derecho a la igualdad, no encuentra este Despacho que emerja 

clara, ninguna ruptura a dicho derecho, pues es claro que se da un trato diferenciado respecto de 

personas con una urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad para priorizar la entrega y la 

accionante no demostró tal situación ni dentro de la petición como tampoco dentro del presente 

trámite. 

 

Es menester recordar que aun cuando todas las personas somos iguales debe existir un trato 

diferenciado, que obedezca a criterios de objetividad y razonabilidad, ya que el artículo 13 de la 

Carta Política ordena a las autoridades adoptar las disposiciones necesarias a favor de personas y 

grupos de la población que se encuentren en situación de vulnerabilidad o en condición de 

debilidad manifiesta. 

 

En consecuencia, el Juzgado Diecisiete (17) Civil del Circuito de Bogotá D.C., administrando justicia 

en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 
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RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO respecto al 

derecho de petición de GLORIA HUBENY LÓPEZ GONZÁLEZ. 

 

SEGUNDO: NEGAR el amparo al derecho fundamental a la igualdad invocado por GLORIA 

HUBENY LÓPEZ GONZÁLEZ. 

 

TERCERO: NOTIFICAR lo aquí resuelto a las partes por el medio más expedito y eficaz de acuerdo 

con lo preceptuado en el Decreto 2591 de 1991. 

 

CUARTO: REMITIR el expediente, de no ser impugnada la presente decisión, a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión. 

 

Notifíquese, 

 

  

CÉSAR AUGUSTO BRAUSÍN ARÉVALO 

JUEZ 
AQ. 


